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CIRCULAR Nº 175/02

Dolores, 15 de abril de 2.002.-

REF: “ Normativa aplicable CER ”.-

Ministerio de Economía
COEFICIENTE DE ESTABILIZACION DE REFERENCIA
Resolución 47/2002
Dispónese que el mencionado Coeficiente se compondrá por la tasa de variación diaria obtenida de la evolución mensual del
Indice de Precios al Consumidor (IPC), publicado por el Instituto Nacional de Estadística y Censos.
Bs. As., 7/2/2002
VISTO la Ley Nº 25.561, el Decreto Nº 1570 del 1º de diciembre de 2001 y el Decreto Nº 214 del 3 de febrero de 2002, y
CONSIDERANDO:
Que es propósito fundamental del Gobierno Nacional, abordar las diversas y complejas contingencias producidas por la situación de
emergencia económica, social, administrativa, financiera y cambiaria que presenta nuestro país.
Que en esa orientación se inscriben tanto la Ley Nº 25.561 como sus normas reglamentarias y complementarias, procurando de esta forma
recomponer las relaciones jurídicas y los múltiples intereses comprendidos en ellas. 
Que con la finalidad indicada el Decreto Nº 214/02, ha instituido en su articulado un Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER),
el cual será aplicado a las nuevas obligaciones expresamente previstas por dicha norma.
Que el MINISTERIO DE ECONOMIA, en virtud de lo dispuesto en el Artículo 17 de la citada norma, se encuentra facultado para el
dictado de normas reglamentarias.
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS de este Ministerio, ha tomado la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Artículo 17 del Decreto Nº 214/02.
Por ello,
EL MINISTRO DE ECONOMIA
RESUELVE:
Artículo 1º — Dispónese que el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER), previsto en el Artículo 4º del Decreto Nº 214/02, se
compondrá por la tasa de variación diaria obtenida de la evolución mensual del Indice de Precios al Consumidor (IPC) publicado por el
INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS dependiente de la SECRETARIA DE POLITICA ECONOMICA de este
Ministerio, tal como explicita el ANEXO que forma parte integrante de la presente resolución.
Art. 2º  — El Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) será informado por las autoridades del BANCO CENTRAL DE LA
REPUBLICA ARGENTINA, el día 7 de cada mes. 
Art. 3º — Comuníquese, publíquese, dése a la Dirección Nacional del Registro Oficial y archívese. — Jorge Remes Lenicov.
ANEXO
Metodología de cálculo del indicador diario:
A partir del día 7 de cada mes y el último día del mes, el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER) se construirá en base a la tasa
media geométrica calculada sobre la variación del Indice de Precios al Consumidor (IPC) del mes anterior.
Para la construcción del CER para los días comprendidos entre el primero de cada mes y el 6 del mismo, se empleará la tasa media
geométrica calculada sobre la variación del IPC entre el segundo y el tercer mes anterior al mes en curso.
Estas DOS (2) variantes de cálculo se describen a continuación:
A partir del día 7 de cada mes y el último día del mismo mes, el CER se actualizará de acuerdo con el factor diario (Ft) determinado como
el siguiente: 
Ft=((IPC)j-1/(IPC)j-2)1/k

El CER para los días comprendidos entre el  primero de cada mes y el  6 del mismo se actualizará de acuerdo al  factor  diario (Ft)
determinado como el siguiente:
Ft=((IPC)j-2/(IPC)j-3)1/k

donde:
F = Factor diario de actualización del Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER).
k = número de días correspondiente al mes en curso.
j = mes en curso.
(IPC)j-1 = Valor del Indice de Precios al Consumidor en el mes precedente a aquél en que se determina el CER.
(IPC)j-2 = Valor del Indice de Precios al Consumidor DOS (2) meses antes a aquél en que se determina el CER.
(IPC)j-3 = Valor del Indice de Precios al Consumidor TRES (3) meses antes a aquél en que se determina el CER.
De esta forma, el CER se construirá mediante el siguiente cálculo:
CERT=Ft*CERt-1

Siendo que el CER en t-1 tendrá un valor de inicio de 1 correspondiente al día anterior al de entrada en vigencia del mismo.
Dada una tabla de CER diarios, cuando se procede a computar el ajuste entre DOS (2) fechas (entre s y s+r) el factor a aplicar surge del
cociente entre el coeficiente del día de actualización (s+r) y el coeficiente del día de inicio (s).

REORDENAMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO
Decreto N° 214/2002

Conversión  a  pesos  de  las  obligaciones  de  dar  sumas  de  dinero,  de  cualquier  causa  u  origen,  expresadas  en  dólares
estadounidenses u otras monedas extranjeras, existentes a la sanción de la Ley N° 25.561, y de los depósitos en dichas monedas en
el sistema financiero. Relación de cambio. Coeficiente de Estabilización de Referencia. Emisión de un Bono a cargo del Tesoro
Nacional para solventar el desequilibrio resultante de la diferencia de cambio que se establece. Suspensión de procesos judiciales y
medidas cautelares y ejecutorias relacionadas con el Decreto N° 1570/2001, la Ley 25.561, el Decreto N° 71/2002 y el presente
Decreto. Modifícase la Ley de Entidades Financieras N° 21.526.

Bs. As., 3/2/2002

VISTO el Decreto N° 1570 del 1° de diciembre de 2001 y la Ley N° 25.561, y
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CONSIDERANDO:

Que atento a la gravedad de la situación económica que atraviesa nuestro País y en momentos en que se verificaba una acelerada fuga de
depósitos y pérdida de reservas del sistema financiero, se dictó el Decreto N° 1570/01 procurando evitar el colapso de dicho sistema, sin
que tal medida fuese acompañada por otras decisiones de Estado Nacional orientadas a revertir la crisis económica y social existente.

Que la gravedad y magnitud de la crisis institucional planteada, condujo a la renuncia del Presidente de la Nación que se hallaba en
ejercicio en dicho momento, lo cual profundizó aún más las agudas dificultades existentes en toda la economía de la Nación, afectando
sensiblemente al ya resentido desenvolvimiento del sistema financiero.

Que luego de sucedidas distintas instancias institucionales en torno a la designación y ejercicio del PODER EJECUTIVO NACIONAL,
que fueron agravando las condiciones de gobernabilidad así como la paz social del País, el Honorable Congreso de la Nación procedió a la
elección de un nuevo Presidente de la Nación con mandato hasta diciembre de 2003.

Que las antedichas circunstancias, tornaron imperativo para el GOBIERNO NACIONAL la adopción de urgentes medidas tendientes a
restablecer la paz social,  como así también para recrear las condiciones mínimas para el desarrollo de las actividades productivas y
económicas.

Que a tal efecto el PODER EJECUTIVO NACIONAL, remitió al Honorable Congreso de la Nación un Proyecto de Ley de Emergencia
Pública y de Reforma del Régimen Cambiario, que fuera sancionado como Ley N° 25.561 declarando la Emergencia Pública en materia
social, económica, administrativa, financiera y cambiaria.

Que como consecuencia de la crisis existente, se produjo una profunda interferencia en las relaciones jurídicas, tanto de derecho público
como de derecho privado, al haberse producido —entre otras perturbaciones— la virtual ruptura de las cadenas de pagos, situación que
derivó en la práctica interrupción del funcionamiento de la economía.

Que uno de los sistemas más comprometidos y de mayor significación para el desarrollo de las actividades económicas y sociales es el
sistema  financiero,  resultando notorio  que  sin  un  funcionamiento  adecuado del  mismo,  no  es  posible  establecer  nuevas  relaciones
económicas ni reordenar las que se encuentra perturbadas.

Que por las antedichas razones, el Gobierno Nacional otorga al reordenamiento financiero máxima prioridad, principalmente para facilitar
la paulatina normalización de las actividades económicas pero, también, para restituir a los ahorristas y deudores las mayores condiciones
de libertad y certidumbre, preservando sus derechos de propiedad.

Que ello lleva inevitablemente, a tomar en consideración la importancia prioritaria de restablecer el orden público económico aún cuando
ello, en forma parcial y transitoria, limite el derecho de los particulares a disponer, libremente, de la totalidad de sus propios recursos.

Que las mencionadas restricciones no deseadas serán superadas en la medida en que se reestablezca el funcionamiento de las actividades
productivas, económicas y financieras.

Que resulta evidente que en las actuales circunstancias, no resulta posible satisfacer, de modo inmediato y en el cortísimo plazo, dichos
objetivos.

Que una excesiva aceleración en la liberación de los depósitos existentes en el sistema financiero, podría conducir a riesgos cambiarios
como  de  hiperinflación;  y  que  paralelamente,  el  mantenimiento  de  restricciones  extremas  condicionarían  la  reactivación  y  el
desenvolvimiento de la economía.

Que  resulta  imprescindible  un  abordaje  progresivo  de  todas  las  cuestiones  involucradas  en  la  presente  situación  de  emergencia,
preservando una posición equilibrada que contemple las necesidades de reordenamiento financiero, de reactivación de la economía y de
respeto a los derechos individuales.

Que se halla en juego la necesidad de preservar el orden público económico, sin restringir irrazonablemente los derechos de las personas,
a fin de conducir —en el tiempo más breve posible— a la compatibilización de todos los intereses en juego, con los menores costos y
perjuicios para cada uno de ellos.

Que,  por  ello,  en  el  presente  decreto  se  adoptan  recaudos  tendientes  a  dotar  de  certeza  a  los  deudores  y  a  los  acreedores  cuyas
obligaciones se hubiesen pactado dentro o fuera del sistema financiero, recuperando en la mayor plenitud la soberanía monetaria de la
Nación.

Que también se prevé la posibilidad para quienes deseen preservar sus ahorros en el sistema financiero en moneda extranjera, que puedan
acceder a su opción, a un bono en dólares estadounidenses, en sustitución de sus depósitos que han sido reprogramados.

Que de tal modo, los ahorristas podrán disponer en plazos más breves, de sus ahorros en dólares estadounidenses convertidos a pesos, o
bien optar por recibir bonos nominados en dólares estadounidenses.

Que la preservación de la paz social como el necesario reordenamiento de las relaciones jurídicas,  no se compadece con la masiva
concurrencia a los tribunales de quienes procuran la resolución de sus pretensiones, cuando ellas son de imposible satisfacción, sin causar
daño irreparable a la economía y al derecho de todos aquellos que no podrían ver satisfechos sus propios derechos de propiedad, de
producirse el colapso final del sistema financiero.

Que por esta razón, corresponde disponer la suspensión temporaria de la tramitación de todos los procesos judiciales y medidas cautelares
y ejecutorias en los que se demande o accione en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras
que pudieran considerarse afectados por las normas y disposiciones dictadas en el marco de la crisis y la emergencia.

Que concurrentemente y a los efectos de preservar el adecuado funcionamiento del sistema financiero, resulta necesario reforzar las
facultades y atribuciones del Banco Central de la República Argentina, de forma tal de permitir su eficaz y oportuna intervención en los
procesos de reestructuración de entidades financieras en el marco del Artículo 35 bis de la Ley de Entidades Financieras.

Que asimismo, con carácter transitorio, resulta procedente ampliar la capacidad de asistencia del BANCO CENTRAL a las entidades
financieras en dificultades, ampliando así las alternativas posteriores tendientes a la concreción de las soluciones más acordes con la



preservación del interés general.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE ECONOMIA, ha tomado la intervención que le
compete.

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Artículo 99, inciso 3 de la CONSTITUCION NACIONAL.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS

DECRETA:

Artículo 1° — A partir de la fecha del presente Decreto quedan transformadas a PESOS todas las obligaciones de dar sumas de dinero, de
cualquier causa u origen —judiciales o extrajudiciales — expresadas en DOLARES ESTADOUNIDENSES, u otras monedas extranjeras,
existentes a la sanción de la Ley N° 25.561 y que no se encontrasen ya convertidas a PESOS.

(Ver Decreto N° 410/2002 B.O. 8/3/2002 . Excepciones al presente artículo.)

Art. 2°  — Todos los depósitos en DOLARES ESTADOUNIDENSES u otras monedas extranjeras existentes en el sistema financiero,
serán convertidos a PESOS a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada DÓLAR ESTADOUNIDENSE, o
su equivalente en otra moneda extranjera. La entidad financiera cumplirá con su obligación devolviendo PESOS a la relación indicada.

Art. 3° — Todas las deudas en DOLARES ESTADOUNIDENSES u otras monedas extranjeras con el sistema financiero, cualquiera fuere
su monto o naturaleza, serán convertidas a PESOS a razón de UN PESO por cada DOLAR ESTADOUNIDENSE o su equivalente en otra
moneda extranjera. El deudor cumplirá con su obligación devolviendo PESOS a la relación indicada.

Art. 4° — A los depósitos y a las deudas referidos, respectivamente, en los Artículos 2°, 3°, 8° y 11 del presente Decreto, se les aplicará
un Coeficiente de Estabilización de Referencia, el que será publicado por el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA.
Además se aplicará una tasa de interés mínima para los depósitos y máxima para los préstamos. El coeficiente antes referido se aplicará a
partir de la fecha del dictado del presente decreto.

Art. 5° — Lo dispuesto en el Artículo precedente, no deroga lo establecido por los Artículos 7° y 10° de la Ley N° 23.928 en la redacción
establecida por el Artículo 4° de la Ley N° 25.561. Las obligaciones de cualquier naturaleza u origen que se generen con posterioridad a la
sanción de la Ley N° 25.561, no podrán contener ni ser alcanzadas por cláusulas de ajuste.

Art. 6° — En el supuesto de las deudas comprendidas en el Artículo 3°:

a) tratándose de obligaciones de pago en cuotas, el deudor continuará abonando en PESOS un importe igual al correspondiente a la última
cuota durante el plazo de SEIS (6) meses, contados desde la fecha de vigencia del presente Decreto. Transcurrido dicho plazo la deuda
será reprogramada y se le aplicará el coeficiente del artículo 4° del presente Decreto desde la fecha de su vigencia;

b) en las restantes obligaciones, con excepción de las correspondientes a los saldos de las tarjetas de crédito, el deudor gozará de un plazo
de espera de SEIS (6) meses para su pago, recalculándose entonces el monto de su deuda mediante la aplicación del coeficiente dispuesto
en el artículo 4° desde la fecha de vigencia del presente.

(Ver Decreto N° 410/2002 B.O. 8/3/2002 . Aclaraciones al presente artículo.)

Art. 7°  — Dispónese la emisión de un Bono con cargo a los fondos del Tesoro Nacional para solventar el desequilibrio en el sistema
financiero, resultante de la diferencia de cambio establecida en el artículo 3° del presente Decreto.

Art.  8°  — Las  obligaciones  exigibles  de  dar  sumas  de  dinero,  expresadas  en  DOLARES  ESTADOUNIDENSES  u  otra  moneda
extranjera,  no  vinculadas  al  sistema  financiero,  cualquiera  sea  su  origen  o  naturaleza,  se  convertirán  a  razón  de  UN  DOLAR
ESTADOUNIDENSE (U$S 1) = UN PESO ($ 1), aplicándose a ellas lo dispuesto en el Artículo 4° del presente Decreto. Si por aplicación
de esta disposición, el valor resultante de la cosa, bien o prestación, fuere superior o inferior al del momento de pago, cualquiera de las
partes podrá solicitar un reajuste equitativo del precio. En el caso de obligaciones de tracto sucesivo o de cumplimiento diferido este
reajuste podrá ser solicitado anualmente, excepto que la duración del contrato fuere menor o cuando la diferencia de los valores resultare
notoriamente desproporcionada. De no mediar acuerdo a este respecto, la justicia decidirá sobre el particular. Este procedimiento no podrá
ser requerido por la parte que se hallare en mora y ésta le resultare imputable. Los jueces llamados a entender en los conflictos que
pudieran suscitarse por tales motivos, deberán arbitrar medidas tendientes a preservar la continuidad de la relación contractual de modo
equitativo para las partes.

(Nota Infoleg: Por art. 2° del Decreto N°320/2002 B.O. 15/2/2002 se aclara que el artículo 8 precedente, es de aplicación exclusiva a
los contratos y a las relaciones jurídicas existentes a la fecha de vigencia de la Ley N° 25.561. Ver Decreto N° 410/2002 B.O. 8/3/2002 .
Aclaraciones al presente artículo.)

Art. 9° — Dispónese la emisión de un Bono en DOLARES ESTADOUNIDENSES, con cargo a los fondos del Tesoro Nacional, por el
que podrán optar los depositantes en el sistema financiero, a los que se refiere el Artículo 2° del presente, en sustitución de la devolución
de sus depósitos. Dicha sustitución alcanzará hasta la suma tope de DOLARES ESTADOUNIDENSES TREINTA MIL (U$S 30.000) por
titular y por entidad financiera. Las entidades financieras obligadas con los depositantes que opten por la entrega de tales Bonos, deberán
transferir al Estado Nacional activos suficientes para atender su pago. Los interesados en tomar la opción de sustitución, podrán ejercer tal
derecho, dentro del plazo de NOVENTA (90) días de publicada la norma que reglamente la forma de emisión del Bono.

(Nota Infoleg: Por art. 12 del  Decreto N° 494/2002 B.O. 13/3/2002 , se modifica el plazo del presente artículo estableciéndose lo
siguiente: "Los depositantes podrán ejercer la opción prevista en el presente artículo hasta el 15 de abril de 2002, inclusive, a través
de los  mecanismos que  establezca  el  BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA.  Cuando se  trate  de depósitos  de
Sociedades Administradoras de Fondos Comunes de Inversión regirá el plazo establecido en el Artículo 9º del Decreto Nº 410/02.")

Art. 10.  — Los saldos al cierre de las operaciones al 1° de febrero de 2002 de las cuentas de las entidades financieras en Dólares
Estadounidenses u otras monedas extranjeras, computables para integrar requisitos de reserva, excepto las disponibilidades de billetes,
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serán convertidos a Pesos a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense.

Ello incluye los saldos de las cuentas abiertas a tal efecto en el DEUTSCHE BANK DE NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS DE
AMERICA, previa transferencia de los fondos a las cuentas que indique el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA. 

El BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA estará facultado para disponer excepciones a esta disposición, en los casos y
en la medida en que los saldos de las cuentas abiertas en esa Institución, no se encuentren relacionados con las mencionadas exigencias de
reservas o en función del tratamiento que corresponda a los pasivos computables para determinar esas exigencias. 

Igual  tratamiento  de conversión tendrán las sumas  aportadas por las  entidades financieras  para  integrar  el  FONDO DE LIQUIDEZ
BANCARIA del Decreto N° 32/01 y las deudas de las entidades financieras contraídas con dicho fondo. 

Las operaciones de pase en Dólares Estadounidenses u otras monedas extranjeras concertadas hasta el cierre de las operaciones del día 1°
de febrero de 2002, por las entidades financieras con el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA, serán convertidas a
Pesos a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense.

(Artículo sustituido por art. 8 del Decreto N° 410/2002 B.O. 8/3/2002. Vigencia: comenzará a regir a partir de su publicación en el
Boletín Oficial, estableciéndose que los efectos resultantes de sus disposiciones se aplican a partir de la entrada en vigencia del
Decreto N° 214/02. ) 

Art. 11. — Las deudas en dólares estadounidenses o en otras monedas extranjeras, transmitidas por la entidades financieras en propiedad
fiduciaria a fideicomisos financieros, serán convertidas a pesos con la equivalencia establecida por el artículo 3° del presente Decreto,
aplicándoles lo dispuesto en el artículo 4° del mismo.

Art. 12. — A partir del dictado del presente decreto, se suspende por el plazo de CIENTO OCHENTA (180) días el cumplimiento de las
medidas  cautelares  en todos los  procesos judiciales,  en los  que se  demande o accione contra  el  Estado Nacional  y/o  las  entidades
integrantes del sistema financiero, en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras que pudieran
considerarse afectados por las disposiciones contenidas en el Decreto Nº 1570/01, en la Ley Nº 25.561, en el Decreto Nº 71/02, en el
presente  decreto,  en  el  Decreto  Nº  260/02,  en  las  Resoluciones  del  MINISTERIO  DE ECONOMIA y  en  las  Circulares  y  demás
disposiciones del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA dictadas en consecuencia y toda otra disposición referida a
dicha normativa. 

Por el mismo lapso se suspende la ejecución de las sentencias dictadas con fundamento en dichas normas contra el Estado Nacional, los
Estados Provinciales, los Municipios o la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, sus entidades autárquicas o descentralizadas o
empresas o entes estatales, en todos los procesos judiciales referidos a dicha normativa.

La suspensión de las medidas cautelares y la ejecución de sentencias dispuesta precedentemente, no será de aplicación cuando mediaren
razones que a criterio los magistrados actuantes, pusieran en riesgo la vida, la salud o la integridad física de las personas. Tampoco será de
aplicación respecto de aquellas personas de SETENTA Y CINCO (75) o más años de edad. 

(Artículo sustituido por art. 3° del Decreto N°320/2002 B.O. 15/2/2002. Vigencia: desde el día de su publicación.)

Art. 13. — Sustitúyese el primer párrafo del Art. 35 bis de la Ley de entidades Financieras N° 21.526 por el siguiente:

"Artículo  35 bis:  Cuando a  juicio exclusivo  del Banco Central  de la  República  Argentina,  adoptado por  la mayoría  absoluta de su
Directorio, una entidad financiera se encontrara en cualquiera de las situaciones previstas por el artículo 44, aquél podrá autorizar su
reestructuración en defensa de los depositantes, con carácter previo a la revocación de la autorización para funcionar. A tal fin, podrá
adoptar cualquiera de las siguientes determinaciones, o una combinación de ellas, aplicándolas en forma secuencial, escalonada o directa,
seleccionando la alternativa más adecuada según juicios de oportunidad, mérito o conveniencia, en aplicación de los principios, propósitos
y objetivos derivados de las normas concordantes de su Carta Orgánica, de la presente ley y de sus reglamentaciones".

Art. 14. — Sustitúyese el inciso a) del Art. 53 de la Ley de Entidades Financieras N° 21.526 por el siguiente:

"a) Los créditos con privilegio especial por causa de hipoteca, prenda, y los créditos otorgados conforme a lo previsto por el artículo 17,
incisos b), c) y f) de la Carta Orgánica del Banco Central, en la extensión de sus respectivos ordenamientos.

El  Banco  Central  podrá  renunciar  a  su  privilegio  con  el  exclusivo  objeto  de  favorecer  procesos  de  reestructuración  de  entidades
financieras en los términos del artículo 35 Bis".

Art. 15.  — Autorizar - con carácter transitorio durante el término de vigencia de la ley N° 25.561 - al Banco Central de la República
Argentina a conceder las facilidades previstas en los incisos b), c) y f) del artículo 17 de su Carta Orgánica a entidades cuya solvencia se
encuentre  afectada.  en  los  conflictos  que  pudieran  suscitarse  por  tales  motivos,  deberán  arbitrar  medidas  tendientes  a  preservar  la
continuidad de la relación contractual de modo equitativo para las partes.

Art. 16. — Agréguese como artículo 13 bis del Decreto 540/95 y sus modificatorios el siguiente:

"Art. 13 bis: SEDESA podrá emitir títulos valores nominativos no endosables a los fines de ofrecerlos a los depositantes en pago de la
garantía de los depósitos, si no contare con fondos suficientes a esos efectos.

Dichos títulos, cuyas condiciones serán establecidas con carácter general por el Banco Central de la República Argentina, deberán ser
aceptados por las entidades financieras a fin de constituir depósitos en las condiciones que estipule dicha reglamentación".

Art. 17.  — A partir de la vigencia del presente Decreto quedan derogadas todas las normas que se opongan a lo aquí dispuesto. El
MINISTERIO DE ECONOMIA Y EL BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA estarán facultados, de acuerdo con sus
respectivas competencias, para dictar normas reglamentarias, complementarias, interpretativas y aclaratorias del presente Decreto.

Art. 18. — La presente medida comenzará a regir a partir de su dictado.

Art. 19. — Dése cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACION.

Art.  20.  — Comuníquese,  publíquese,  dése a  la Dirección Nacional  del Registro  Oficial  y  archívese.  — DUHALDE.  — Jorge  M.

http://infoleg.mecon.gov.ar/scripts1/busquedas/norma.asp?num=72367
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Capitanich. — Jorge L. Remes Lenicov. — Alfredo N. Atanasof. — Ginés M. González García. — José I. De Mendiguren. — Rodolfo
Gabrielli. — Carlos F. Ruckauf. — Jorge R. Vanossi. — Graciela M. Giannettasio. — José H. Jaunarena.

(Nota Infoleg: Por art. 1 del Decreto N°320/2002 B.O. 15/2/2002 se aclara que las disposiciones contenidas en el presente Decreto son
aplicables a todas las obligaciones en dólares estadounidenses o en otras monedas extranjeras, reestructuradas por la Ley N° 25.561 a
la relación UN PESO ($1) = UN DÓLAR ESTADOUNIDENSE (U$S 1).)

REORDENAMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO
Decreto 320/2002

Precísanse los alcances de la aplicación del Decreto N° 214/2002, respecto de las obligaciones en dólares estadounidenses o en otras
monedas extranjeras, reestructuradas por la Ley N° 25.561 a la relación UN PESO ($ 1) = UN DOLAR ESTADOUNIDENSE
(U$S 1). Contratos y relaciones jurídicas existentes al momento de entrada en vigencia de la Ley N° 25.561. Procesos judiciales
vinculados con las disposiciones contenidas en el Decreto N° 1570/2001, la Ley N° 25.561, el Decreto N° 71/2002. Resoluciones del
Ministerio de Economía y Circulares del B.C.R.A. Acótanse los alcances del Artículo 12 del Decreto N° 214/2002.

Bs. As., 15/2/2002

VISTO el Expediente Nº 059-000625/2002 del Registro del MINISTERIO DE ECONOMIA, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley Nº 25.561 ha declarado la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria. 

Que por el Artículo 1º de la mencionada ley, se delegaron facultades al PODER EJECUTIVO NACIONAL, hasta el 10 de diciembre de
2003,  a  los  efectos  de  proceder  al  reordenamiento  del  sistema  financiero,  bancario  y  del  mercado  de  cambios;  de  reactivar  el
funcionamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y de distribución de ingresos con acento en un programa de desarrollo de las
economías regionales; de crear condiciones para el crecimiento económico sustentable y compatible con la reestructuración de la deuda
pública y de reglar la reestructuración de las obligaciones, en curso de ejecución, afectadas por el nuevo régimen cambiario instituido.

Que  el  PODER  EJECUTIVO  NACIONAL,  actuando  dentro  del  marco  de  la  emergencia  pública  en  materia  social,  económica,
administrativa,  financiera y cambiaria dictó el Decreto Nº 214 del 3 de febrero de 2002, por el  que se estableciera un conjunto de
disposiciones, todas ellas comprendidas dentro de las facultades conferidas por el HONORABLE CONGRESO DE LA NACION.

Que tales medidas se hallan dirigidas a atender y conjurar las diversas situaciones que se han visto alteradas o afectadas en su esencia, a
raíz de la profunda crisis que atraviesa nuestra Nación.

Que es  necesario aclarar  determinados alcances de la aplicación del  Decreto Nº 214/02,  con relación a  las  obligaciones en dólares
estadounidenses o en otras monedas extranjeras, reestructuradas por la Ley Nº 25.561 a la relación UN PESO ($ 1) = UN DOLAR
ESTADOUNIDENSE (U$S 1). 

Que, asimismo, debe aclararse respecto al Artículo 8º del citado decreto, que el mismo es aplicable exclusivamente a los contratos y
relaciones jurídicas existentes al momento de entrada en vigencia de la Ley N° 25.561.

Que atendiendo a la modificación del régimen cambiario, dispuesto por el Decreto Nº 260 del 8 de febrero de 2002 y las previsiones del
Artículo 8º del Decreto Nº 214/02, corresponde establecer pautas que contemplen la situación de las cosas, bienes o prestaciones con
componentes importados.

Que en otro orden, el Artículo 12 del Decreto Nº 214/02 dispuso la suspensión, por CIENTO OCHENTA (180) días, de la tramitación de
todos los procesos judiciales y medidas cautelares y ejecutorias relacionados con el Decreto Nº 1570 del 1º de diciembre de 2001, la Ley
Nº 25.561, el Decreto Nº 71 del 9 de enero de 2002, las Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA y Circulares del BANCO
CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA, dictadas en consecuencia.

Que bajo similares premisas de excepción, el Artículo 15 de la Ley Nº 25.561, dispuso la suspensión de la aplicación de la Ley Nº 25.466,
delegando en el PODER EJECUTIVO NACIONAL la determinación de la oportunidad de declarar superada la emergencia financiera.

Que se ha sostenido que "...la necesidad y la urgencia son una razón suprema en derecho..." (Diez, Manuel M., Derecho Administrativo, t.
l,  página  363),  sobre  la  base  de  que  el  término  "...‘emergencia’  se  asocia  a  ‘urgencia’,  al  tiempo  que  se  opone  a  ‘sosiego’  y
‘normalidad’..." (CSJN, in re Peralta, Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-C, 141). 

Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha sostenido que "El concepto de emergencia abarca un hecho cuyo ámbito
temporal difiere según circunstancias modales de épocas y sitios. Se trata de una situación extraordinaria... al influir sobre la subsistencia
misma de la organización jurídica y política, o el normal desenvolvimiento de sus funciones, autoriza al Estado a restringir el ejercicio
normal de algunos derechos patrimoniales tutelados por la Constitución...".  Además, —tras recordar que la Constitución Nacional no
reconoce derechos absolutos— ha sostenido que "...en momentos de perturbación social y económica y en otras situaciones semejantes de
emergencia y ante la urgencia en atender a la solución de los problemas que crean, es posible el ejercicio del poder del Estado en forma
más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad" (Fallos:  200:450; CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado
Nacional; La Ley, 1990-C, 141). 

Que como recaudo de admisibilidad de las medidas de excepción adoptadas por el  poder administrador, la CORTE SUPREMA DE
JUSTICIA DE LA NACION ha exigido desde antiguo "...que la situación de emergencia debe ser definida por el Congreso,..." (en Fallos:
173:65 y reiterado en el fallo "Peralta" ya citado), extremo que en el caso resulta estrictamente cumplido con lo establecido en el Artículo
1° de la Ley Nº 25.561.

Que también  ha sostenido que dicha declaración "...responde a  una limitación  impuesta  por  la  necesidad de atenuar  o superar  una
situación de crisis,  debiéndose tener en cuenta  que en el  sistema constitucional argentino no hay derechos absolutos  y todos están
supeditados a las leyes que reglamentan su ejercicio... En esencia se trata de hacer posible el ejercicio de facultades indispensables para
armonizar los derechos y garantías individuales con las conveniencias generales, de manera de impedir que los derechos amparados por
esas garantías,  además de correr el riesgo de convertirse en ilusorios,  puedan...  dañar a la comunidad nacional".  (fallo "Peralta",  ya
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citado).

Que en base al citado fallo la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha considerado necesario el establecimiento de pautas
orientadoras de la validez del poder de emergencia, tales como: la existencia de una situación extraordinaria que obligue al ejercicio de
poderes de emergencia a fin de proteger los intereses vitales de toda la comunidad; el dictado de una ley dirigida a garantizar dichos
intereses con vigencia  acotada en el  tiempo y circunscripta  a la  emergencia  que la originó;  que el  remedio  empleado se  encuentre
justificado y guarde proporción con la emergencia declarada.

Que en las actuales circunstancias, se hallan reunidos todos los extremos requeridos por el referido pronunciamiento de nuestro más alto
Tribunal de Justicia, para disponer la suspensión temporal de la ejecución de medidas cautelares contra el Estado Nacional y las entidades
del sistema financiero y, así como de la ejecución de sentencias contra el Estado Nacional, los Estados Provinciales, los Municipios o la
CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, sus entidades autárquicas o descentralizadas o empresas o entes estatales.

Que esta situación fue recogida en el fallo dictado en la causa "BBVA Banco Francés S.A., c/Estado Nacional -Ministerio de Economía
s/proceso de conocimiento", sentencia del 5 de febrero de 2002, del Juzgado Federal en lo Contencioso Administrativo Nº 4, en el cual se
sostuvo que la apertura indiscriminada y sin escalas de las medidas de restricción sobre los depósitos,  "...sólo puede conducir a la
frustración de gran parte de los ahorristas y al derrumbe de la mayoría de las entidades bancarias —en cuyo caso aquella frustración de
aproximadamente el 75% de los ahorristas seria definifiva—, por cuanto es menor la cantidad de dinero que tienen éstas, comparado con
la que los ahorristas estarían en derecho de exigirles,... y no existe la más mínima posibilidad de que un pronunciamiento judicial se ajuste
a derecho si se alza, a sabiendas, contra los hechos. Es decir, si contiene una orden que sabe de cumplimiento imposible,... Sin embargo,
aquellos elementos sirven para comprender que a un juez le resulta imposible calificar de irrazonables las medidas que se han tomado
partiendo de esa cruel realidad, sin saber si se podría intentar el conjuro de esa grave situación a través de mecanismos tan razonables, que
permitan demostrar que los elegidos hasta ahora no lo son".

Que resulta manifiesto que nuestro sistema financiero ha sido notablemente afectado por la profunda crisis económica que atraviesa
nuestro país, lo cual provocara un elevado aumento de sus acreencias sobre un Sector Público Nacional con dificultades de repago, como
por la incobrabilidad de los préstamos otorgados a las empresas y particulares.

Que a dichas circunstancias se sumó, una súbita y masiva afluencia de los ahorristas para recuperar sus depósitos, lo cual es prácticamente
imposible si es requerido en forma generalizada e inmediata, debido a la configuración existente entre los créditos otorgados —acreencias
bancarias sujetas a mediano y largo plazo— respecto a las obligaciones con los ahorristas —flujo de administración por colocaciones a
corto plazo—. 

Que ante tales dificultades temporarias de las entidades financieras fue dictado el Decreto Nº 1570/01 y las normas que lo sucedieron en la
intención de contener la gravedad de la crisis financiera.

Que por el Artículo 12 del Decreto Nº 214/02 se articuló un transitorio remedio para enfrentar la situación descripta y evitar que la crisis
se profundice, hasta límites que pongan la cuestión en términos de desintegración de la sociedad.

Que siguiendo las pautas expresadas por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION en distintos pronunciamientos, media
"... una situación de grave riesgo social, frente a lo cual existe la necesidad de medidas súbitas, cuya eficacia no parece concebible por
medios distintos a los arbitrados" (caso "Peralta", ya citado).

Que  en  el  ámbito  del  Fuero  Contencioso  Administrativo  de  la  Capital  Federal,  se  ha  promovido  una  cifra  cercana  a  los  MIL
QUINIENTOS (1.500) juicios diarios contra medidas que restringen la disponibilidad de los depósitos y demás imposiciones bancarias, y
que un número similar de causas judiciales se han promovido en el interior del país.

Que ante la magnitud de los juicios promovidos, en los que se dictan medidas cautelares que continúan afectando los recursos líquidos del
sistema financiero, se corre serio riesgo de profundizar la gravedad de la situación planteada, llevándola a límites de insostenibilidad, lo
que derivaría en inevitables perjuicios para el conjunto de la sociedad.

Que en esta instancia se encuentra conveniente acotar los alcances del mentado Artículo 12 del Decreto Nº 214/02, circunscribiendo su
aplicación a la suspensión transitoria del cumplimiento de las medidas cautelares —cuando se demande al Estado y a las entidades
financieras— como también respecto a la ejecución de las sentencias dictadas en los juicios promovidos en esta materia, contra el Estado
Nacional,  los Estados Provinciales,  los  Municipios o la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES,  sus entidades autárquicas o
descentralizadas o empresas o entes estatales.

Que para ello es necesario modificar la redacción del artículo en cuestión, sin que ello afecte la garantía constitucional de acceso a la
justicia.

Que la solución normativa que nos ocupa, si bien podría ser considerada írrita en situaciones de normalidad, requiere ser considerada en
orden a la gravedad de los acontecimientos que está atravesando la Nación Argentina y a las consecuencias que podrían derivarse, en caso
de no adoptarse tal remedio transitorio.

Que la procedencia de la suspensión del cumplimiento de medidas cautelares y de ejecución de sentencias, reconoce como precedentes la
Ley Nº 23.696, los Decretos Nros. 34 del 7 de enero de 1991, 53 del 9 de enero de 1991 y 383 del 7 de marzo de 1991, confirmados por la
Ley Nº 23.982 y el Decreto Nº 1532 del 8 de agosto de 1991, como así también la Ley Nº 25.344.

Que aún ante las circunstancias descriptas, debe reconocerse como excepción a la aplicación de las medidas transitorias de suspensión de
las medidas cautelares y de ejecución de sentencias, aquellas situaciones que a criterio de los magistrados actuantes, pusieran en riesgo la
vida, la salud o la integridad física de las personas, o bien cuando se tratare personas de SETENTA Y CINCO (75) o más años de edad.

Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE ECONOMIA ha tomado la intervención que le
compete. 

Que la presente medida se dicta en uso de las facultades conferidas por el Artículo 99, inciso 3 de la CONSTITUCION NACIONAL.

Por ello,

EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS



DECRETA:

Artículo 1º  — Aclárase que las disposiciones contenidas en el Decreto Nº 214 del 3 de febrero de 2002, son aplicables a todas las
obligaciones en dólares estadounidenses o en otras monedas extranjeras, reestructuradas por la Ley Nº 25.561 a la relación UN PESO ($
1) = UN DOLAR ESTADOUNIDENSE (U$S 1).

Art. 2º  — Aclárase que el Artículo 8° del Decreto Nº 214/02, es de aplicación exclusiva a los contratos y a las relaciones jurídicas
existentes a la fecha de entrada en vigencia de la Ley Nº 25.561. 

A los efectos del reajuste equitativo del precio, previsto en dicha disposición, se deberá tener en cuenta el valor de reposición de las cosas,
bienes o prestaciones con componentes importados. 

Art. 3º — Sustitúyese el Artículo 12 del Decreto Nº 214/02, el cual quedará redactado de la siguiente forma:

"ARTICULO  12.  —  A partir  del  dictado  del  presente  decreto,  se  suspende  por  el  plazo  de  CIENTO  OCHENTA (180)  días  el
cumplimiento de las medidas cautelares en todos los procesos judiciales, en los que se demande o accione contra el Estado Nacional y/o
las entidades integrantes del sistema financiero, en razón de los créditos, deudas, obligaciones, depósitos o reprogramaciones financieras
que pudieran considerarse afectados por las disposiciones contenidas en el Decreto Nº 1570/01, en la Ley Nº 25.561, en el Decreto Nº
71/02, en el presente decreto, en el Decreto Nº 260/02, en las Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA y en las Circulares y
demás disposiciones del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA dictadas en consecuencia y toda otra disposición
referida a dicha normativa. 

Por el mismo lapso se suspende la ejecución de las sentencias dictadas con fundamento en dichas normas contra el Estado Nacional, los
Estados Provinciales, los Municipios o la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, sus entidades autárquicas o descentralizadas o
empresas o entes estatales, en todos los procesos judiciales referidos a dicha normativa.

La suspensión de las medidas cautelares y la ejecución de sentencias dispuesta precedentemente, no será de aplicación cuando mediaren
razones que a criterio los magistrados actuantes, pusieran en riesgo la vida, la salud o la integridad física de las personas. Tampoco será de
aplicación respecto de aquellas personas de SETENTA Y CINCO (75) o más años de edad. 

Art. 4º — La presente medida comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación en el Boletín Oficial. 

Art. 5º — Dése cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACION.

Art.  6º  — Comuníquese,  publíquese,  dése a  la  Dirección Nacional  del  Registro  Oficial  y  archívese.  — DUHALDE.  — Jorge  M.
Capitanich. — Jorge Remes Lenicov. — Carlos F. Ruckauf. — José H. Jaunarena. — José I. De Mendiguren. — Rodolfo Gabrielli. —
Alfredo N. Atanasof. — Graciela M. Giannettasio. — Ginés M. González García. — Jorge R. Vanossi.

REORDENAMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO 
  Decreto 410/2002

Decreto N° 214/2002. Establécense las operaciones que no se encuentran incluidas en la conversión a Pesos dispuesta por el
artículo 1°. Préstamos interfinancieros. Certificados de Crédito Fiscal y de Ejercicio de Opción Impositiva. Contratos y relaciones
jurídicas. Sociedades Gerentes de Fondos Comunes de Inversión. Alcances. Vigencia.
Bs. As., 1/3/2002
VISTO el Expediente N° 059-000625/2002 del Registro del ex-MINISTERIO DE ECONOMIA; las Leyes Nros. 23.576, 23.962, 24.083,
24.441, 25.561; los Decretos Nros. 979 de fecha 1° de agosto de 2001, 1005 de fecha 9 de agosto de 2001, 1226 de fecha 2 de octubre de
2001, 32 de fecha 26 de diciembre de 2001, 214 del 3 de febrero de 2002, 260 del 8 de febrero de 2002, 320 del 15 de febrero de 2002; la
Resolución del ex MINISTERIO DE ECONOMIA N° 47 del 7 de febrero de 2002 y la Resolución Conjunta de la SECRETARIA DE
HACIENDA N° 30 y de la SECRETARIA DE FINANZAS N° 8 de fecha 11 de abril de 2001, y
CONSIDERANDO:
Que la Ley N° 25.561 ha declarado la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria, delegando
facultades al PODER EJECUTIVO NACIONAL, hasta el 10 de diciembre de 2003, a los efectos de proceder al reordenamiento del
sistema financiero, bancario y del mercado de cambios.
Que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, actuando dentro del marco de tal emergencia y en orden a las facultades conferidas por el
HONORABLE CONGRESO DE LA NACION, dictó entre otros, los Decretos Nros. 214/02, 260/02 y 320/02 estableciendo un vasto
conjunto de disposiciones para modificar y reordenar la situación imperante.
Que junto a ello, las restantes normas citadas en el Visto, configuran un cuerpo de disposiciones que alcanzan a un conjunto heterogéneo
de relaciones jurídicas y de actividades económicas que se desarrollan en nuestra sociedad.
Que resulta menester complementar y precisar aspectos y alcances de tales decisiones, en razón de posibilitar el encuadramiento de
diversas situaciones a los cambios normativos producidos a partir de la emergencia pública. 
Que en razón de la disposición genérica contenida en el Artículo 1° del Decreto N° 214/02, resulta necesario establecer las operaciones
que en razón de su propia naturaleza, se diferencian de aquéllas alcanzadas por dicha norma, y que por tal motivo, no corresponde que la
misma resulte aplicable.
Que debe aclararse el modo en que se convertirán a Pesos los préstamos interfinancieros otorgados en moneda extranjera, confiriéndole
facultades al BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA para reglar las determinaciones que resulten aplicables según la
naturaleza de tales operaciones. 
Que en relación a los Certificados de Crédito Fiscal y de ejercicio de Opción Impositiva,  que estuvieran referidos originalmente en
Dólares Estadounidenses u otras monedas extranjeras, se estima procedente, en razón del nuevo ordenamiento jurídico, establecer la
relación a la que serán convertidos a Pesos, resultando de aplicación el Coeficiente de Estabilización de Referencia establecido por el
Decreto N° 214/02 y la Resolución N° 47/02 del ex-MINISTERIO DE ECONOMIA. Que es necesario facultar a la ADMINISTRACION
FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMIA E INFRAESTRUCTURA,
para que, en el ejercicio de sus competencias, establezca las pautas y condiciones para ejecutar las normas dictadas en ejercicio de las
facultades delegadas al PODER EJECUTIVO NACIONAL.
Que en virtud del plazo de espera dispuesto por el Artículo 6° inciso b) del Decreto N° 214/ 02, para el pago de los vencimientos
comprendidos en dicho período, resulta conveniente aclarar a que concepto se aplica y hasta qué momento se extiende dicho plazo.
Que resulta procedente establecer, en atención a la naturaleza de las prestaciones asumidas por las partes en los contratos y relaciones
jurídicas comprendidos en el Artículo 8° del Decreto N° 214/02, que dichas obligaciones no se hallarán sujetas a la aplicación de las tasas
de interés referidas en el Artículo 4° del citado decreto.
Que es necesario disponer la sustitución del Artículo 10 del Decreto N° 214/02, a los efectos de ordenar con mayor precisión los términos
y alcances comprendidos  en dicha disposición,  facultando asimismo al  BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA a
disponer determinadas excepciones y extender el tratamiento de conversión establecido a las sumas aportadas por las entidades financieras
al FONDO DE LIQUIDEZ BANCARIA y a las deudas contraídas por las entidades financieras con dicho Fondo. 
Que debe otorgarse a las Sociedades Gerentes de Fondos Comunes de Inversión, el derecho de opción establecido por el Artículo 9° del



Decreto N° 214/02, estableciendo las condiciones y requisitos para su ejercicio.
Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS JURIDICOS del MINISTERIO DE ECONOMIA E INFRAESTRUCTURA ha tomado
la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el Artículo 99, inciso 3 de la Constitución Nacional.
Por ello,
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS
DECRETA:
Artículo 1° — Dispónese que no se encuentran incluidas en la conversión a Pesos establecida por el Artículo 1° del Decreto N° 214/02: 
a) Las financiaciones vinculadas al comercio exterior otorgadas por las entidades financieras, en los casos, con las condiciones y los
requisitos que el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA determine.
b) Los saldos de tarjetas de crédito correspondientes a consumos realizados fuera del país.
c) Los depósitos en entidades financieras locales que hubieren sido efectuados por bancos o instituciones financieras del exterior, siempre
que se transformen en líneas de crédito que se mantengan y se apliquen efectivamente como mínimo por un plazo de CUATRO (4) años;
conforme la reglamentación que establezca el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA.
d) Los contratos de futuro y opciones, incluidos los registrados en mercados autoregulados y las cuentas destinadas exclusivamente a la
operatoria de tales mercados.
e) Las obligaciones del sector público y privado de dar sumas de dinero en moneda extranjera para cuyo cumplimiento resulte aplicable la
ley extranjera. 
f) El rescate de cuotapartes de Fondos Comunes de Inversión, cuyo funcionamiento se encuentre autorizado conforme a las disposiciones
de la Ley N° 24.083 y modificatorias, respecto de aquella proporción del patrimonio común invertido en activos extranjeros susceptibles
de ser efectiva y naturalmente vendidos y liquidados en el exterior en Dólares Estadounidenses u otras monedas extranjeras. En todo lo
demás la gestión deberá ajustarse a la legislación y reglamentación dictadas por las autoridades competentes.
Art. 2°  — Los préstamos interfinancieros en moneda extranjera vigentes al 3 de febrero de 2002, se convertirán a Pesos a razón de
PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense o su equivalente en otras monedas, o al tipo de
cambio del mercado único y libre de cambio, según lo determine el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA en función
de la naturaleza de las operaciones, comprendidas las realizadas por bancos de segundo grado.
Art.  3°  — Los  Certificados  de Crédito Fiscal  emitidos  en el  marco  de los  Decretos  Nros.  979/  01,  1005/01,  1226/01,  en Dólares
Estadounidenses u otra moneda extranjera, vigentes al 3 de febrero de 2002, serán convertidos a Pesos a la relación de PESOS UNO CON
CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense o su equivalente, según corresponda, aplicándose el Coeficiente de
Estabilización de Referencia (CER).
Art. 4° — Los Certificados de Ejercicio de Opción Impositiva en Dólares Estadounidenses, que se emitan en el marco de la Resolución
Conjunta de la SECRETARIA DE HACIENDA N° 30/01 y de la SECRETARIA DE FINANZAS N° 8/01, serán convertidos a Pesos a la
relación  de  PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS  ($  1,40)  por  cada  Dólar  Estadounidense,  aplicándose  el  Coeficiente  de
Estabilización de Referencia (CER).
Art. 5°  — Facúltase a la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS a dictar las normas correspondientes para la
aplicación de lo dispuesto en los Artículos 3° y 4° del presente decreto.
Art. 6°  — El plazo de espera establecido en el Artículo 6° inciso b) del Decreto N° 214/02, comprende únicamente los vencimientos
correspondientes a capital, debiendo abonarse —en los plazos pactados— los intereses que se calcularán sobre el capital resultante por la
aplicación del Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER). 
Los SEIS (6) meses allí establecidos se contarán a partir de la fecha de vencimiento de la obligación, no pudiendo esa espera —en ningún
caso— ir más allá del 31 de agosto de 2002. 
Art. 7° — A los contratos y relaciones jurídicas alcanzados por el Artículo 8° del Decreto N° 214/ 02, no les serán de aplicación las tasas
de interés referidas en el Artículo 4° del citado decreto. 
Art. 8° — Sustitúyese el Artículo 10 del Decreto N° 214/02, el que quedará redactado de la siguiente forma:
"ARTICULO 10. — Los saldos al cierre de las operaciones al 1° de febrero de 2002 de las cuentas de las entidades financieras en Dólares
Estadounidenses u otras monedas extranjeras, computables para integrar requisitos de reserva, excepto las disponibilidades de billetes,
serán convertidos a Pesos a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense.
Ello incluye los saldos de las cuentas abiertas a tal efecto en el DEUTSCHE BANK DE NUEVA YORK, ESTADOS UNIDOS DE
AMERICA, previa transferencia de los fondos a las cuentas que indique el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA. 
El BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA estará facultado para disponer excepciones a esta disposición, en los casos y
en la medida en que los saldos de las cuentas abiertas en esa Institución, no se encuentren relacionados con las mencionadas exigencias de
reservas o en función del tratamiento que corresponda a los pasivos computables para determinar esas exigencias. 
Igual  tratamiento  de conversión tendrán las sumas  aportadas por las  entidades financieras  para  integrar  el  FONDO DE LIQUIDEZ
BANCARIA del Decreto N° 32/01 y las deudas de las entidades financieras contraídas con dicho fondo.
Las operaciones de pase en Dólares Estadounidenses u otras monedas extranjeras concertadas hasta el cierre de las operaciones del día 1°
de febrero de 2002, por las entidades financieras con el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA, serán convertidas a
Pesos a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada Dólar Estadounidense". 
Art.  9°  — Las Sociedades Gerentes  de Fondos Comunes de Inversión  podrán optar, en representación de cada uno de los Fondos
Comunes de Inversión que administren, por la sustitución de la devolución de los Depósitos comprendidos en el Artículo 2° del Decreto
N° 214/02, solicitando la entrega del Bono en Dólares Estadounidenses al que hace referencia el Artículo 9° del mencionado decreto.
Dicha sustitución alcanzará hasta un importe equivalente a la sumatoria de las tenencias valorizadas de las cuotapartes de cada uno de los
cuotapartistas  del  Fondo representativas  de la cartera de inversiones  en depósitos,  con un máximo por cuotapartista  de DOLARES
ESTADOUNIDENSES TREINTA MIL (U$S 30.000). Las Sociedades Gerentes interesadas en tomar la opción de sustitución, podrán
ejercer tal derecho, dentro del plazo de NOVENTA (90) días de publicada la norma que reglamente la forma de emisión del Bono. 
Art.  10.  — El presente decreto comenzará a regir  a partir  de su publicación en el  Boletín Oficial,  estableciéndose que los efectos
resultantes de sus disposiciones se aplican a partir de la entrada en vigencia del Decreto N° 214/02.
Art. 11. — Dése cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACION.
Art.  12.  — Comuníquese,  publíquese,  dése a  la Dirección Nacional  del Registro  Oficial  y  archívese.  — DUHALDE.  — Jorge  M.
Capitanich. — Jorge L. Remes Lenicov. — María N. Doga. — José H. Jaunarena. — Alfredo N. Atanasof. — Jorge R. Vanossi. — José I.
De Mendiguren. — Graciela Giannettasio. — Ginés M. González García. — Carlos F. Ruckauf. — Rodolfo Gabrielli.

REORDENAMIENTO DEL SISTEMA FINANCIERO
- Decreto 494/2002
Impleméntanse alternativas a favor de los titulares de depósitos en moneda extranjera originalmente pactada, como también de
aquéllos en pesos, mediante la opción de recibir "Bonos del Gobierno Nacional en Dólares Estadounidenses 2% 2012", "Bonos del
Gobierno Nacional Capitalizables en Dólares Estadounidenses LIBOR + 1% 2012" y "Bonos del Gobierno Nacional en Pesos 3%
2007".  Condiciones  de  emisión.  Plazo  para  ejercer  la  opción.  Facultades  al  Ministerio  de  Economía.  Emisión  de  Bonos
Compensatorios del Gobierno Nacional en Pesos y en Dólares Estadounidenses para las entidades Financieras. Vigencia. 
Bs. As., 12/3/2002
VISTO la Ley Nº 25.561; los Decretos Nros. 1387 de fecha 1º de noviembre de 2001, 71 de fecha 9 de enero de 2002, 214 de fecha 3 de
febrero de 2002 y modificatorios, 410 de fecha 1º de marzo de 2002; las Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA Nros. 6 de
fecha 9 de enero de 2002, 9 de fecha 10 de enero de 2002, 23 de fecha 21 de enero de 2002 y 46 de fecha 6 de febrero de 2002, y
CONSIDERANDO:
Que la Ley Nº 25.561 ha declarado la emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria delegando
facultades al  PODER EJECUTIVO NACIONAL a los efectos de proceder al  reordenamiento del sistema financiero,  bancario y del
mercado de cambios; de crear condiciones para reactivar el funcionamiento de la economía y mejorar el nivel de empleo y de distribución
de ingresos con acento en un programa de desarrollo de las economías regionales; de crear condiciones para el crecimiento económico
sustentable y compatible con la reestructuración de la deuda pública y de reglar la reestructuración de las obligaciones, en curso de
ejecución, afectadas por el nuevo régimen cambiario instituido.



Que la REPUBLICA ARGENTINA se encuentra sumida en una crisis que ha afectado gravemente al sistema financiero, esencial para el
desarrollo y crecimiento de la actividad civil, comercial y productiva.
Que  a  fin  de  enfrentar  dicha  crisis,  se  han  tomado  medidas  transitorias  y  restrictivas  que  son  vitales  para  apuntalar  variables
fundamentales para posibilitar su sostenimiento, procurando evitar un deterioro que perjudicaría no ya a los depositantes y ahorristas, sin
al conjunto todo de la sociedad.
Que el PODER EJECUTIVO NACIONAL, actuando dentro del marco de la emergente pública dictó el Decreto Nº 214/02 por el que se
establecieron  un  conjunto  de  disposiciones,  todas  ellas  comprendidas  dentro  de  las  facultades  conferidas  por  el  HONORABLE
CONGRESO DE LA NACION.
Que en tal sentido, ha dicho la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION que "... acontecimientos extraordinarios justifican
remedios extraordinarios." (Fallos: 238:76; CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131).
Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha sostenido asimismo que "...  en momentos de perturbación social y
económica y en otras situaciones semejantes de emergencia y ante la urgencia en atender a la solución de los problemas que crean, es
posible el ejercicio del poder del Estado en forma más enérgica que la admisible en períodos de sosiego y normalidad." (Fallos: 200:450;
CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/ Estado Nacional; La Ley, 1990-D 131). 
Que en cuanto a la duración en el tiempo de las situaciones de emergencia y por ende de las medidas tomadas en consecuencia, ha
expresado la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION que "La temporariedad que caracteriza a la emergencia, como que
resulta de las circunstancias mismas, no puede ser fijada de antemano en un número preciso de años o de meses. Todo lo que cabe afirmar
razonablemente es que la emergencia dura todo el tiempo que duran las causas que la han originado." (Fallos: 243:449; CSJN, in re
Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131).
Que adicionalmente se ha sostenido que "El fundamento de las leyes de emergencia es la necesidad de poner fin o remediar situaciones de
gravedad que obligan a intervenir en el orden patrimonial, fijando plazos, concediendo esperas como una forma de hacer posible el
cumplimiento de las obligaciones, a la vez que atenuar su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad en
su conjunto (Fallos: 136:161; CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131).
Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha manifestado que "... la constitución de la unión nacional implica también
la de asegurar su continuidad y supervivencia. Este es un principio que proporcionará una guía segura y perdurable. Cuando los sucesos
que conmuevan a la vida de la sociedad amenacen llevarla a la anomia y la inviabilidad de la vida política organizada, como puede ser
hoy el resultado del descalabro económico generalizado, del mismo modo que ayer lo fue la discordia entre las provincias, allí deben
actuar los  Poderes  del Estado para evitar  que se malogren  aquellos esfuerzos,  dilatados y penosos,  retrotrayendo al  país  a estadios
superados de fragmentación, desorden, falta de un imperio extendido del derecho." (CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional;
La Ley, 1990-D, 131).
Que con relación a los sujetos pasivos de la aplicación de medidas en situaciones de emergencia la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
DE LA NACION ha expresado que "La garantía de la igualdad ante la ley radica en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan
en una razonable igualdad de circunstancias, por lo que tal garantía no impide que el legislador contemple en forma distinta situaciones
que considere diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o
inferioridad personal o de clase, o de legítima persecución." (CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131).
Que el Decreto Nº 214/02 constituye una respuesta a la obligación del Estado de preservar el funcionamiento del sistema financiero en su
conjunto y consecuentemente los intereses de todos los sectores de la economía nacional, evitando el grave riesgo social que derivaría de
su quiebra como consecuencia de un retiro generalizado de los depósitos.
Que en este sentido el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA ha informado que al 19 de febrero de 2002, de no tener
vigencia la reprogramación de depósitos dispuesta, el total de las obligaciones con depositantes de inmediata exigibilidad alcanza la suma
de  PESOS  SESENTA  Y  CINCO  MIL  NOVECIENTOS  OCHENTA  Y  CUATRO  MILLONES  ($  65.984.000.000)  frente  a
disponibilidades que totalizan PESOS ONCE MIL SETECIENTOS TREINTA Y NUEVE MILLONES ($ 11.739.000.000).
Que dentro de un contexto de gravísimas circunstancias económicas debe tenderse a que las restricciones a imponer a los depositantes del
sistema financiero sean razonables y acotadas en el tiempo, que no les niegue su propiedad sino que se limite de manera temporal el
ejercicio de sus derechos.
Que por el Artículo 2º del Decreto Nº 214/02, se dispuso que todos los depósitos en Dólares Estadounidenses u otras monedas extranjeras
existentes en el sistema financiero, sean convertidos a Pesos a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada
Dólar  Estadounidense,  o  su  equivalente  en  otra  moneda  extranjera  y  que  las  entidades  financieras  cumplirán  con  su  obligación
devolviendo Pesos a la relación indicada.
Que frente a la imprescindible necesidad de reprogramar parcialmente los depósitos, deben implementarse alternativas a favor de los
depositantes  orientadas  a  mantener  hasta  determinados  montos  sus  inversiones  en  la  moneda  originalmente  pactada,  a  contar  con
instrumentos susceptibles de ser inmediatamente realizados en el mercado y sustituir el riesgo de las entidades financieras por títulos
emitidos por el Gobierno Nacional.
Que asimismo por el Artículo 9º del Decreto Nº 214/02, se dispone la emisión de un Bono en Dólares Estadounidenses, con cargo a los
fondos del Tesoro Nacional, por el que podrán optar los depositantes en el sistema financiero, en sustitución de sus depósitos, hasta la
suma de DOLARES ESTADOUNIDENSES TREINTA MIL (U$S 30.000) por titular y por entidad financiera.
Que el referido Artículo 9º también dispone que las entidades financieras obligadas con los depositantes y que optaran por la entrega de tal
bono, deberán transferir al ESTADO NACIONAL activos suficientes para atender su pago. 
Que se  considera  conveniente,  en forma adicional  a lo  ya  previsto  en el  Artículo 9º  del  Decreto Nº 214/02,  otorgar  también  a los
depositantes la posibilidad de optar por un bono en Pesos a más corto plazo, preservando el poder adquisitivo del capital mediante su
ajuste por un índice que refleja la variación del Indice de Precios al Consumidor.
Que las condiciones financieras de los bonos por los cuales podrán optar los titulares de depósitos en el sistema financiero, se han
determinado tomando en consideración el mantenimiento de la moneda de origen de los depósitos hasta montos compatibles con las
graves  restricciones macroeconómicas,  la  fijación  de cuotas  y plazos para la amortización más pronta  posible  en el  contexto  de la
antedicha situación de emergencia pública nacional, y el pago de una tasa de interés retributiva de la inversión,  medidas éstas cuya
razonabilidad, limitación en el tiempo y carácter paliativo aparecen, en un contexto de grave crisis económica y en el marco de las demás
medidas adoptadas por el ESTADO NACIONAL para remediar esta última en aras del bien común, adecuadas a las pautas de control de
constitucionalidad establecidas tradicionalmente por la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION, en el caso "Peralta" (Fallos
313:1513)  —en  el  cual  se  convalidó  la  constitucionalidad  de  una  medida  similar  a  la  aludida  en  este  considerando—  y,  más
recientemente, en el caso "Smith" (fallado el 1º de febrero de 2002), y referidas por prestigiosa doctrina nacional en la materia (Bidart
Campos,  Germán  "Tratado  Elemental  de  Derecho  Constitucional  Argentino"  Ed.  Ediar,  Buenos  Aires  1995,  t.  1  -  "El  derecho
Constitucional de la libertad" – pág. 316).
Que resulta necesario establecer las condiciones financieras de los títulos públicos por los cuales los titulares de depósitos en el sistema
financiero y bancario podrán optar conforme el Artículo 9º del Decreto Nº 214/02. 
Que por la Resolución del MINISTERIO DE ECONOMIA Nº 46/02, se establece un cronograma de vencimiento y reprogramación de los
vencimientos de los depósitos existentes en el sistema bancario.
Que estas medidas se disponen para atender los requerimientos de los depositantes, en función de brindar alternativas financieras válidas
para la protección de sus ahorros, y cuya utilización posibilitaría evitar el actual riesgo de profundizar un retiro masivo de los fondos
depositados, perspectiva que provocaría una situación imposible de sostener por el sistema financiero en forma generalizada y en el corto
plazo.
Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION ha dicho que "Cuando una situación de crisis o de necesidad pública exige la
adopción de medidas tendientes a salvaguardar los intereses generales, se puede sin violar ni suprimir las garantías que protegen los
derechos patrimoniales, postergar, dentro de límites razonables, el cumplimiento de obligaciones emanadas de derechos adquiridos. No se
trata de reconocer grados de omnipotencia al legislador ni de excluirlo del control de constitucionalidad, sino de no privar al Estado de las
medidas de gobierno que conceptualice útiles para llevar un alivio a la comunidad. En esencia se trata de hacer posible el ejercicio de
facultades indispensables para armonizar los derechos y garantías individuales con las conveniencias generales, de manera de impedir que
los derechos amparados por esas garantías, además de correr el riesgo de convertirse en ilusorios por un proceso de desarticulación de la
economía  estatal  puedan  alcanzar  un  grado  de  perturbación  social  acumulada  con  capacidad  suficiente  para  dañar  a  la  comunicad
nacional." (CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131). 
Que la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACION también ha manifestado que "En situaciones de emergencia o con motivo de



ponerles fin, se ha reconocido la constitucionalidad de las leyes que suspenden temporalmente los efectos de los contratos libremente
convenidos por las partes, siempre que no se altere su sustancia, a fin de proteger el interés público en presencia de desastres o graves
perturbaciones de carácter físico, económico o de otra índole." (CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990- D,
131).
Que con relación a la limitación temporaria de derechos fundamentales, el Procurador General de la Nación ha opinado que "... la Corte,
en el marco específico de los regímenes de emergencia económica, consagró numerosas veces, en especial en Fallos: 243:449, 467, (La
Ley, 96-18), la plena legitimidad constitucional de la suspensión o limitación temporaria de derechos fundamentales, en particular, el de
propiedad" (Dictamen de Procurador General en: CSJN, in re Peralta Luis A. y otro c/Estado Nacional; La Ley, 1990-D, 131).
Que se ha dispuesto tomar medidas para contrarrestar los efectos de la pesificación de las deudas en moneda extranjera con el sistema
financiero dispuesta por el Artículo 3º del Decreto Nº 214/02.
Que en tal sentido, el Artículo 7º del Decreto Nº 214/02 dispone la emisión de un bono con cargo a los fondos del Tesoro Nacional para
solventar el desequilibrio en el sistema financiero, resultante de la diferencia de cambio establecida en el Artículo 3º del Decreto Nº
214/02.
Que asimismo, es menester determinar las condiciones financieras de los títulos públicos a emitirse para solventar el referido desequilibrio
en el sistema financiero.
Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos del MINISTERIO DE ECONOMIA ha tomado la intervención que le compete.
Que la presente medida se dicta en virtud de las facultades conferidas por el Artículo 99, inciso 3 de la Constitución Nacional, y por la
Ley Nº 25.561.
Por ello,
EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGENTINA EN ACUERDO GENERAL DE MINISTROS
DECRETA:
Artículo 1º — Los titulares de depósitos en moneda extranjera en entidades financieras que fueran convertidos a Pesos, en virtud de lo
dispuesto en el Decreto Nº 214/02 y reprogramados en los términos de las Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA Nros. 6/02,
9/02, 23/02 y 46/02, tendrán la opción de recibir, a través de la entidad financiera correspondiente, en sustitución total o parcial de dichos
depósitos.
a) "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN DOLARES ESTADOUNIDENSES 2% 2012", cuyas condiciones de emisión se detallan
en el Artículo 3º del presente decreto, o
b) "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL CAPITALIZABLES EN DOLARES ESTADOUNIDENSES LIBOR + 1% 2012", cuyas
condiciones de emisión se detallan en el Artículo 4º del presente decreto.
Se entregarán bonos en Dólares Estadounidenses por un valor nominal total equivalente al importe del depósito reprogramado, antes de su
conversión a Pesos, adicionando los intereses devengados desde la fecha de la reprogramación establecida hasta la fecha de la emisión de
los bonos, o hasta DOLARES ESTADOUNIDENSES TREINTA MIL (U$S 30.000) o su equivalente en otra moneda extranjera, de ambas
la menor, por titular y  por entidad financiera,  y deduciendo los montos  por los cuales su titular ejerciera la opción prevista  en las
Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA Nros. 6/02, 9/02, 23/02 y 46/02.
Los  depositantes  podrán  ejercer  la  opción  prevista  en el  presente  artículo  hasta  el  15  de abril  de  2002,  inclusive,  a  través  de  los
mecanismos que establezca el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA. Cuando se trate de depósitos de Sociedades
Administradoras de Fondos Comunes de Inversión regirá el plazo establecido en el Artículo 9º del Decreto Nº 410/02.
Art. 2º — Los titulares de depósitos en entidades financieras, constituidos originariamente en Pesos, o bien en moneda extranjera y que
fueran  convertidos  a Pesos en virtud  de lo  dispuesto en el  Decreto Nº  214/02 y reprogramados  en virtud  de las  Resoluciones del
MINISTERIO  DE  ECONOMIA Nros.  6/02,  9/02,  23/02  y  46/02;  tendrán  la  opción  de  recibir  a  través  de  la  entidad  financiera
correspondiente, sin límite de monto y en sustitución total o parcial de dichos depósitos, "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN
PESOS 3% 2007" cuyas condiciones de emisión se detallan en el Artículo 5º del presente decreto, por un valor nominal equivalente al de
los depósitos reprogramados, adicionando los intereses devengados desde la fecha de la reprogramación hasta la fecha de la emisión de
los bonos, deduciendo los montos por los cuales su titular ejerciera la opción del Artículo 1º del presente decreto o las previstas en las
Resoluciones del MINISTERIO DE ECONOMIA Nros. 6/02, 9/02, 23/02 y 46/02.
Los  depositantes  podrán  ejercer  la  opción  prevista  en  el  presente  artículo  hasta  el  15  de  abril  de  2002 inclusive,  a  través  de  los
mecanismos que establezca el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA. Cuando se trate de depósitos de Sociedades
Administradoras de Fondos Comunes de Inversión regirá el plazo establecido en el Artículo 9º del Decreto Nº 410/02.
Art.  3º  —  Facúltase  al  MINISTERIO  DE  ECONOMIA  a  emitir  "BONOS  DEL  GOBIERNO  NACIONAL  EN  DOLARES
ESTADOUNIDENSES 2% 2012" en una o varias  series,  por hasta las sumas necesarias para cubrir  la demanda de los titulares de
depósitos en función a lo expresado en el Artículo 1º del presente decreto, y de acuerdo a las siguientes condiciones financieras: 
Fecha de emisión: 3 de febrero de 2002.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2012.
Plazo: DIEZ (10) años.
Amortización: se efectuará en Dólares Estadounidenses en OCHO (8) cuotas anuales, iguales y consecutivas equivalentes cada una al
DOCE CON CINCUENTA CENTESIMOS POR CIENTO (12,50%) del monto emitido, venciendo la primera de ellas el 3 de febrero de
2005.
Intereses: se devengarán intereses, a partir del 3 de febrero del corriente año, a la tasa del DOS POR CIENTO (2%) anual sobre saldos,
pagaderos semestralmente en Dólares Estadounidenses en efectivo los días 3 de febrero y 3 de agosto de cada año o, de no ser dichos días
un día hábil en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, el día hábil siguiente, venciendo el primer período de interés el 3 de
agosto de 2002.
Precio de suscripción: en Pesos a razón de PESOS CIENTO CUARENTA ($ 140) por cada DOLARES ESTADOUNIDENSES CIEN
(U$S 100).
Negociación: serán negociables y se solicitará su cotización en la BOLSA DE COMERCIO DE BUENOS AIRES en el MERCADO
ABIERTO ELECTRONICO (MAE) y en otras bolsas y mercados de valores del país.
Los "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN DOLARES ESTADOUNIDENSES 2% 2012" estarán representados por Certificados
Globales  que  serán  depositados  en  la  Central  de  Registro  y  Liquidación  de  Instrumentos  de  Endeudamiento  Público  del  BANCO
CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (CRYL).
Art.  4º  — Facúltase al  MINISTERIO DE ECONOMIA a emitir  "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL CAPITALIZABLES EN
DOLARES ESTADOUNIDENSES LIBOR + 1% 2012", en una o varias series, por hasta las sumas necesarias para cubrir la demanda de
los titulares de depósitos en función a lo expresado en el Artículo 1º del presente decreto, y de acuerdo a las siguientes condiciones
financieras:
Fecha de emisión: 3 de febrero de 2002.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2012.
Plazo: DIEZ (10) años.
Amortización: íntegra al vencimiento.
Intereses: se devengarán intereses, a partir del 3 de febrero del corriente año, a la tasa LIBO a SEIS (6) meses más UNO POR CIENTO
(1%) anual, capitalizable semestralmente y pagaderos en la fecha de vencimiento.
Precio de suscripción: en Pesos a razón de CIENTO CUARENTA PESOS ($ 140) por cada DOLARES ESTADOUNIDENSES CIEN
(U$S 100).
Negociación: serán negociables y se solicitará su cotización en la BOLSA DE COMERCIO DE BUENOS AIRES, en el MERCADO
ABIERTO ELECTRONICO (MAE) y en otras bolsas y mercados de valores del país.
Los "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL CAPITALIZABLES EN DOLARES ESTADOUNIDENSES LIBOR + 1% 2012" estarán
representados por Certificados Globales que serán depositados en la Central de Registro y Liquidación de Instrumentos de Endeudamiento
Público del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA (CRYL). 
Art. 5º — Facúltase al MINISTERIO DE ECONOMIA a emitir "BONOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN PESOS 3% 2007", en una
o varias series, por hasta las sumas necesarias para cubrir la demanda de los titulares de depósitos en función a lo expresado en el Artículo
2º del presente decreto, y de acuerdo a las siguientes condiciones financieras:
Fecha de emisión: 3 de febrero de 2002.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2007.



Plazo: CINCO (5) años.
Amortización:  se  efectuará  en  Pesos  en  DIECISEIS  (16)  cuotas  trimestrales  y  consecutivas  equivalentes  cada  una  al  SEIS  CON
VEINTICINCO CENTESIMOS POR CIENTO (6,25%) del monto emitido y ajustado de acuerdo a lo previsto en el párrafo siguiente,
venciendo la primera de ellas el 3 de mayo de 2003.
Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER): el saldo de capital de los bonos será ajustado conforme al CER referido en el Artículo
4º del Decreto Nº 214/02, a partir de la fecha de emisión.
Intereses: se devengarán intereses, a partir del 3 de febrero del corriente año, a la tasa del TRES POR CIENTO (3%) anual sobre saldos
ajustados, pagaderos trimestralmente en Pesos en efectivo los días 3 de febrero, 3 de mayo, 3 de agosto y 3 de noviembre de cada año o,
de no ser dichos días un día hábil en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, el día hábil siguiente.
Precio de suscripción: CIEN POR CIENTO (100%).
Negociación: serán negociables y se solicitará la cotización en la BOLSA DE COMERCIO DE BUENOS AIRES, en el MERCADO
ABIERTO ELECTRONICO (MAE) y en otras bolsas y mercados de valores del país.
Los  "BONOS  DEL GOBIERNO  NACIONAL  EN  PESOS  3%  2007"  estarán  representados  por  Certificados  Globales  que  serán
depositados  en  la  Central  de  Registro  y  Liquidación  de  instrumentos  de  Endeudamiento  Público  del  BANCO CENTRAL DE LA
REPUBLICA ARGENTINA (CRYL).
Art. 6º  — Las entidades financieras suscribirán en Pesos los bonos referidos en los Artículos 3º, 4º y 5º del presente decreto al valor
técnico de cada tipo de bono, considerando para los emitidos en Dólares Estadounidenses el tipo de cambio de PESOS UNO CON
CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40)  por  cada DOLAR ESTADOUNIDENSE UNO (U$S 1).  Con el  producido de la  suscripción,  el
ESTADO NACIONAL efectuará  un depósito en el  BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA,  cuyas condiciones de
monto, actualización, plazo, tasa de interés y precancelación serán equivalentes a la del adelanto previsto en el Artículo 7º del presente
decreto.
Art. 7º — El BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA otorgará a las entidades financieras adelantos en Pesos contra el
otorgamiento de garantías por los montos necesarios para la adquisición de los bonos contemplados en los Artículos 3º, 4º y 5º del
presente decreto, a fin de que estas atiendan las solicitudes de sus depositantes. Dichos adelantos, atento su excepcionalidad, no estarán
sujetos a ninguna de las limitaciones establecidas en la Ley Nº 24.144 y sus modificatorias. Dichos adelantos requerirán en concepto de
garantías,  activos  que  se  tomen  a  su  valor  de  registración  contable  según  normas  del  BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA
ARGENTINA, de acuerdo al siguiente orden de prelación:
a) BONOS COMPENSATORIOS DEL GOBIERNO NACIONAL en Pesos, emitidos mediante el Artículo 10,  punto 2. del presente
decreto.
b) Préstamos Garantizados del ESTADO NACIONAL, debiendo entregarse en primer término aquellos de menor vida promedio.
c) Deudas del Sector Público Provincial que hayan sido aceptadas para la operación de canje voluntaria prevista en el Decreto Nº 1387 de
fecha 1º de noviembre de 2001, debiendo entregarse en primer término aquellos de menor vida promedio.
d) Financiaciones al sector público no incluidas en los incisos precedentes, cuya aceptación quedará a criterio del MINISTERIO DE
ECONOMIA y del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA, debiendo entregarse en primer término aquellos de menor
vida promedio.
Los activos denominados en moneda extranjera, serán considerados, a los efectos del cálculo de la garantía, a razón de PESOS UNO CON
CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada DÓLAR ESTADOUNIDENSE UNO (U$S 1) o su equivalente en otra moneda extranjera.
El  BANCO  CENTRAL  DE  LA  REPUBLICA  ARGENTINA  dictará  la  normativa  reglamentaria  del  procedimiento  descripto
precedentemente, incluyendo el mecanismo, en su caso, para la adquisición por parte de las entidades de activos elegibles, privilegiando la
liquidez y solvencia general del sistema financiero así como la correspondiente para su contabilización o cancelación.
Sin perjuicio de las garantías antedichas, el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA gozará, respecto de los adelantos
previstos en el Artículo 7º del presente decreto, del privilegio absoluto establecido en el Artículo 53 de la Ley Nº 21.526.
Art. 8º — Los adelantos a otorgar por el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA a las entidades financieras tendrán las
siguientes características:
Fecha de otorgamiento: 3 de febrero de 2002.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2007.
Plazo: CINCO (5) años.
Amortización:  se  efectuará  en  Pesos  en  DIECISEIS  (16)  cuotas  trimestrales  y  consecutivas  equivalentes  cada  una  al  SEIS  CON
VEINTICINCO CENTESIMOS POR CIENTO (6,25%) del monto otorgado y ajustado de acuerdo a lo previsto en el párrafo siguiente,
venciendo la primera de ellas el 3 de mayo de 2003.
Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER): el saldo de capital de los adelantos será ajustado conforme al CER referido en el
Artículo 4º del Decreto Nº 214/02, a partir de la fecha de emisión de los bonos en Pesos para los depositantes.
Intereses: se devengarán intereses, a partir del 3 de febrero del corriente año, a la tasa del TRES POR CIENTO (3%) anual sobre saldos
ajustados, pagaderos trimestralmente en Pesos en efectivo, los días 3 de febrero, 3 de mayo, 3 de agosto y 3 de noviembre de cada año o,
de no ser dichos días un día hábil en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, el siguiente día hábil.
Cancelación anticipada de los adelantos: la entidad tendrá derecho a precancelar los adelantos, total o parcialmente, utilizando para ello la
totalidad o, en su caso, la parte equivalente de los activos afectados en garantía, tomados al valor al que se encontraban registrados (según
el régimen contable del BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA) al momento de otorgarse el adelanto, con más su
devengamiento hasta la fecha de su cancelación —menos lo efectivamente percibido— en los siguientes DOS (2) supuestos: 
1. falta de pago de capital o intereses por el ESTADO NACIONAL de cualquier Préstamo Garantizado o de los Bonos Compensatorios, y
2. a partir del cierre de la operación de canje voluntario de Títulos de la Deuda Pública Externa contemplada en el Artículo 24 del Decreto
Nº 1387/01.
La opción de precancelación no podrá ser ejercida por las entidades financieras antes del 31 de diciembre de 2003, salvo que ocurra el
supuesto mencionado en el punto 1.
En caso de precancelación los activos recibidos en pago se aplicarán por el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA a la
cancelación del depósito de la TESORERIA GENERAL DE LA NACION previsto en el Artículo 6º del presente decreto.
Art. 9º — El Gobierno Nacional, a través del MINISTERIO DE ECONOMIA, podrá rescatar la totalidad o parte de los activos que se
hayan  afectado en garantía  al  valor  al  que se encontraban registrados  (según el  régimen contable del BANCO CENTRAL DE LA
REPUBLICA ARGENTINA) al momento de otorgarse el adelanto teniendo en cuenta la actualización correspondiente, lo que dará por
cancelado el monto equivalente del adelanto y del depósito en el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA.
Art. 10. — Dispónese la emisión de BONOS COMPENSATORIOS DEL GOBIERNO NACIONAL en Pesos y Dólares Estadounidenses
por  hasta  los  montos  necesarios  para  compensar  a  las  entidades  financieras  los  efectos  patrimoniales  negativos  generados  por  la
transformación a Pesos —a diferentes relaciones de cambio— de los créditos y obligaciones denominados en moneda extranjera conforme
a lo establecido en los  Artículos  6º  y  7º  de la Ley Nº 25.561 y en los  Artículos  2º,  3º  y 6º  del Decreto Nº 214/02 y sus normas
modificatorias o complementarias y para cubrir la diferencia negativa en la posición neta entre activos y pasivos denominados en moneda
extranjera resultante de su transformación a Pesos conforme a lo establecido en las normas precedentemente referidas. Las condiciones
financieras de los bonos serán las siguientes:
1. "BONOS COMPENSATORIOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN DOLARES ESTADOUNIDENSES LIBOR 2012":
Fecha de emisión: 31 de diciembre de 2001.
Fecha de inicio del primer período de devengamiento de intereses: 3 de febrero de 2002.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2012.
Amortización: se efectuará en Dólares Estadounidenses en OCHO (8) cuotas anuales, iguales y consecutivas equivalentes cada una al
DOCE CON CINCUENTA CENTESIMOS POR CIENTO (12,50%) del monto emitido, venciendo la primera de ellas el 3 de febrero de
2005.
Intereses:  se devengarán intereses, a partir del 3 de febrero del corriente año, a la tasa LIBO a SEIS (6) meses anual sobre saldos,
pagaderos semestralmente en Dólares Estadounidenses los días 3 de febrero y 3 de agosto de cada año o, de no ser dichos días un día hábil
en la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES, el siguiente día hábil.
Negociación: serán negociables y se solicitará su cotización en la BOLSA DE COMERCIO DE BUENOS AIRES, en el MERCADO
ABIERTO ELECTRONICO (MAE) y en otras bolsas y mercados de valores del país.
Opción de canje por pagaré: a opción de su tenedor, cuando sea una entidad financiera regulada por la Ley Nº 21.526 y modificatorias, los



bonos podrán ser canjeados en todo o en parte por pagarés en idénticas condiciones financieras a las del bono.
Denominación mínima: la denominación mínima de los pagarés será de DOLARES ESTADOUNIDENSES CIEN MIL (U$S 100.000).
Aplicación al pago de impuestos: en caso de incumplimiento en el pago de cualquier servicio de capital y/o intereses, el tenedor podrá
aplicar el importe de dicho servicio vencido, en todo o en parte, a la cancelación de impuestos nacionales.
2. "BONOS COMPENSATORIOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN PESOS 3% 2007":
Fecha de emisión: 31 de diciembre de 2001.
Fecha de vencimiento: 3 de febrero de 2007.
Fecha de inicio del primer período de devengamiento de intereses: 3 de febrero de 2002.
Amortización:  se  efectuará  en  Pesos  en  DIECISEIS  (16)  cuotas  trimestrales  y  consecutivas  equivalentes  cada  una  al  SEIS  CON
VEINTICINCO CENTESIMOS POR CIENTO (6,25%) del monto emitido y ajustado de acuerdo a lo previsto en el párrafo siguiente,
venciendo la primera de ellas el 3 de mayo de 2003.
Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER): el saldo de capital de los bonos será ajustado conforme al CER referido en el Artículo
4º del Decreto Nº 214/02, a partir de la fecha de su entrada en vigencia.
Intereses: se devengarán intereses a la tasa del TRES POR CIENTO (3%) anual sobre saldos ajustados, pagaderos trimestralmente en
Pesos en efectivo los días 3 de febrero, 3 de mayo, 3 de agosto y 3 de noviembre de cada año o, de no ser dichos días un día hábil en la
CIUDAD AUTONOMIA DE BUENOS AIRES, el siguiente día hábil.
Negociación: serán cotizables en la BOLSA DE COMERCIO DE BUENOS AIRES, en el  MERCADO ABIERTO ELECTRONICO
(MAE) y en otras bolsas y mercados de valores del país.
Opción de  canje  por  pagaré:  a  opción  de  su tenedor  los  bonos  podrán ser  canjeados  en todo  o en  parte  por  pagarés  en idénticas
condiciones financieras a las del bono.
Denominación mínima: la denominación mínima de los pagarés será de PESOS DOSCIENTOS MIL ($ 200.000).
Aplicación al pago de impuestos: en caso de incumplimiento en el pago de cualquier servicio de capital y/o intereses, el tenedor podrá
aplicar el importe de dicho servicio vencido, en todo o en parte, a la cancelación de impuestos nacionales.
Art. 11.  — El BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA determinará el procedimiento para compensar a cada entidad
financiera con sujeción a los siguientes criterios:
a) Se tomará como referencia el balance de cada entidad financiera al 31 de diciembre de 2001.
b) El patrimonio neto resultante del balance indicado en el  inciso a) se ajustará aplicando respecto de la posición neta en moneda
extranjera el tipo de cambio de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por cada DOLAR ESTADOUNIDENSE UNO
(U$S 1) o su equivalente en otras monedas extranjeras.
c) El monto a compensar será el que resulte de la diferencia positiva entre el patrimonio neto ajustado determinado según lo previsto en el
inciso b) y el patrimonio neto que resulte de haber convertido a Pesos, a distintos tipos de cambio, activos y pasivos de las entidades
financieras registrados en su balance al 31 de diciembre de 2001.
d)  La  compensación  a  cada  entidad  financiera,  determinada  en  Pesos,  será  pagada  mediante  la  entrega  de  los  BONOS
COMPENSATORIOS  DEL GOBIERNO  NACIONAL EN PESOS.  Por  hasta  el  importe  de  la  posición  neta  negativa  en  moneda
extranjera resultante de la conversión a Pesos de activos y pasivos registrados en el balance al 31 de diciembre de 2001, las entidades
financieras tendrán derecho a solicitar el canje de BONOS COMPENSATORIOS DEL GOBIERNO NACIONAL EN PESOS recibidos
en  compensación  o  adquiridos  a  terceros,  por  BONOS  COMPENSATORIOS  DEL  GOBIERNO  NACIONAL  EN  DOLARES
ESTADOUNIDENSES a razón de PESOS UNO CON CUARENTA CENTAVOS ($ 1,40) por DOLARES ESTADOUNIDENSES UNO
(U$S 1), ambos de valor nominal, bajo las condiciones y a través de los mecanismos que establezca el BANCO CENTRAL DE LA
REPUBLICA ARGENTINA. 
e) El Gobierno Nacional, a través del MINISTERIO DE ECONOMIA, podrá emitir Bonos Compensatorios en Dólares Estadounidenses
adicionales destinados a su suscripción por parte de las entidades financieras, siempre hasta el importe de la posición neta negativa en
moneda extranjera de la entidad financiera y después de aplicada la totalidad de sus tenencias de Bonos Compensatorios en Pesos. El
precio  de  suscripción  de  estos  bonos  será  en  Pesos,  a  razón  de  PESOS  CIENTO  CUARENTA ($  140)  por  cada  DOLARES
ESTADOUNIDENSES CIEN (U$S 100). 
f) A los efectos de financiar esta suscripción, el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA podrá otorgar adelantos a las
entidades financieras en los mismos términos y condiciones, que los previstos en el Artículo 7º del presente decreto, excepto en el caso de
las garantías, que sólo podrán constituirse con Préstamos Garantizados del ESTADO NACIONAL de igual o menor vida promedio que el
Bono Compensatorio en Dólares Estadounidenses. Con el producido de la suscripción, el ESTADO NACIONAL efectuará un depósito en
el  BANCO  CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA,  cuyas  condiciones  de  monto,  actualización,  plazo,  tasa  de  interés  y
precancelación serán equivalentes a los de los mencionados adelantos.
En los casos de precancelación o rescate previstos en los Artículos 8º y 9º del presente decreto, los activos recibidos en pago del adelanto
se aplicarán por el BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA a la cancelación del depósito de la TESORERIA GENERAL
DE LA NACION previsto en el presente artículo.
Art.  12.  — Modifícase  el  plazo dispuesto en el  Artículo 9º del  Decreto Nº 214/02 previsto para  que los  titulares de los  depósitos
efectuados en entidades financieras opten por la sustitución por bonos, estableciéndose como nuevo plazo el establecido en los Artículos
1º y 2º del presente decreto.
Art. 13. — El MINISTERIO DE ECONOMIA será la autoridad de aplicación e interpretación del presente decreto en todo lo referido a la
emisión de los instrumentos de endeudamiento público, estando facultado para dictar las normas complementarias y/o aclaratorias, como
también para ampliar el plazo dispuesto en los Artículos 1º y 2º del presente decreto para que los titulares de los depósitos ejerzan la
opción de sustitución por bonos.
Art. 14. — La presente medida comenzará a regir a partir de su publicación en el Boletín Oficial.
Art. 15. — Dése cuenta al HONORABLE CONGRESO DE LA NACION.
Art.  16.  — Comuníquese,  publíquese,  dése a  la Dirección Nacional  del Registro  Oficial  y  archívese.  — DUHALDE.  — Jorge  M.
Capitanich. — Jorge Remes Lenicov. — Jorge R. Vanossi. — María N. Doga. — Graciela Giannettasio. — Ginés M. González García. —
José H. Jaunarena. — Rodolfo Gabrielli. — José I. De Mendiguren. — Alfredo N. Atanasof. — Carlos F. Ruckauf.
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Comunicación " A " 3507 I 13/03/02
__________________________________________________________________

A LAS ENTIDADES FINANCIERAS:
Ref.: Circular--OPRAC 1 - 523
LEY 25.561.  DECRETOS 214  Y 410  DE 2002.  REGLAMENTACIÓN DE SU ALCANCE PARA OPERACIONES ACTIVAS Y PRÉSTAMOS

INTERFINANCIEROS.

Nos dirigimos a Uds. para comunicarles que esta Institución adoptó la siguiente resolución:
"1. Convertir a pesos, atento lo dispuesto en el artículo 3º del Decreto 214/02 y complementarios, a razón de un peso por cada dólar
estadounidense o su equivalente en otras monedas extranjeras, los saldos al 3.2.02 de las financiaciones (capital e intereses) en moneda
extranjera  vigentes  al  5.1.02,  cualquiera  sea  su  monto  o  naturaleza,  incluidas  las  responsabilidades  eventuales,  que  los  deudores
correspondientes al sector privado no financiero, mantengan con las entidades financieras y fideicomisos financieros cuyo activo esté
constituido por créditos transmitidos por entidades financieras.
Se excluyen de este tratamiento los saldos por:
- Liquidación de financiaciones instrumentadas mediante tarjetas de crédito cuyo vencimiento haya operado al 3.2.02, en la medida en que
correspondan a consumos efectuados en el exterior.
- Financiaciones vinculadas al comercio exterior, en los casos previstos en los puntos 3. y 4. de la presente resolución.
- Contratos de futuro y opciones, incluyendo operaciones a término.
- Contratos para cuyo cumplimiento resulte aplicable la ley extranjera.
2.  Establecer  para  la  liquidación y el  pago  de las  financiaciones  convertidas  a  pesos,  según lo previsto  en el  punto precedente,  la



aplicación de la siguiente metodología:
2.1. Obligaciones de pago periódico.
Los  servicios  de capital  e  intereses  con vencimiento  en el  período 4.2/3.8.02 se  abonarán en pesos en las  fechas  contractualmente
pactadas. A tal efecto, el importe correspondiente a la última cuota abonada con anterioridad al 4.2.02 se convertirá a pesos a razón de un
peso por cada dólar estadounidense o su equivalente en otras monedas extranjeras.
Los pagos efectuados en esas condiciones se considerarán a cuenta de los servicios cuyos vencimientos hayan operado u operen desde el
4.2.02 respecto del capital adeudado a esta última fecha, recalculado según se indica seguidamente.
El capital adeudado al 4.2.02 deberá recalcularse con la aplicación del Coeficiente de Estabilización de Referencia ("CER") que publica el
Banco Central de la República Argentina.
A tal fin, en el primer servicio con vencimiento a partir del 4.2.02, inclusive, se tendrá en cuenta el factor que surja de comparar el valor
del "CER" del día anterior a dicho vencimiento y el valor al 2.2.02.
Para los servicios posteriores, el saldo de la financiación a la fecha de cada vencimiento se recalculará utilizando los valores del "CER"
del día anterior al vencimiento del pertinente servicio y del día anterior al vencimiento del servicio inmediato anterior. 
Al importe del saldo recalculado para cada servicio, según la metodología descripta, se le deducirá el correspondiente a cada pago según
lo previsto en el primer párrafo del presente punto 2.1. y así sucesivamente hasta el último servicio cuyo vencimiento opere hasta el
3.8.02.
El saldo de deuda recalculado estará sujeto, desde el 3.2.02, a los intereses que resulten de aplicar la tasa que se pacte, la que no podrá
superar el porcentaje que corresponda según lo establecido seguidamente:
Tasas de interés
-en % nominal anual-Personas Personas físicas jurídicas
Con garantías preferidas "A",hipoteca sobre inmuebles o prenda fija con registro en primer grado. 3,5 6
Demás, incluyendo las financiaciones que cuenten con las garantías preferidas admitidas pero cuyo valor no alcance a cubrir, como
mínimo, el 75% de la financiación concedida en origen (capital e intereses). 5 8
El saldo resultante -al 3.8.02- será objeto de reestructuración repactándose las condiciones en cuanto a plazo y tasas -teniendo en cuenta
los topes establecidos-, a fin de que el importe de la primera cuota resultante al momento de la reestructuración de la deuda no supere al
importe de la última cuota abonada según las condiciones originalmente pactadas.
Los  servicios  de  capital  e  interés  de  la  deuda  reestructurada  se  calcularán  aplicando  la  metodología  adoptada  según  lo  previsto
precedentemente.
A las cuotas no abonadas a su vencimiento se les podrán aplicar intereses compensatorios y/o punitorios en las condiciones que libremente
se pacten.
En el caso de que la cancelación -total o parcial- de la deuda tenga lugar con anterioridad al 3.8.02, el recálculo de los servicios pagados
entre la fecha de cancelación de la financiación y el 4.2.02 se ajustará al procedimiento establecido precedentemente con carácter general,
el que se aplicará con efecto a la fecha que se verifique la cancelación.
2.2. Otras obligaciones.
Para la cancelación del capital adeudado, por el servicio cuyo vencimiento opere en el período 4.2/3.8.02, el deudor gozará de un período
de espera de seis meses contados a partir de la fecha de vencimiento de la obligación, no pudiendo extenderse -esa espera- más allá del
31.8.02.
El importe de capital a la fecha de vencimiento originalmente pactada, será recalculado hasta la fecha de su cancelación, mediante la
aplicación del Coeficiente de Estabilización de Referencia ("CER") conforme a la
metodología establecida en el punto 2.1. precedente.
El pago de los servicios por intereses con vencimiento en ese período, calculados sobre el capital resultante de aplicar dicha metodología,
sin superar las tasas máximas nominales anuales allí establecidas, se efectivizará en los plazos pactados originalmente.
Las refinanciaciones estarán sujetas a las condiciones que la entidad financiera y el prestatario pacten libremente teniendo en cuenta lo
establecido en el artículo 5º del Decreto 214/02 en materia de la no aplicación de cláusulas de ajuste.
3. Disponer que los saldos al 3.2.02 de las financiaciones en moneda extranjera vigentes al 5.1.02 por obligaciones originadas en la
prefinanciación y financiación de exportaciones deberán ser cancelados en moneda extranjera o en pesos según el tipo de cambio del
mercado por el que corresponda liquidar el cobro de las exportaciones, siempre que se hayan verificado las siguientes condiciones:
3.1. Prefinanciación de exportaciones.
3.1.1. Se requerirá que el exportador se encuentre inscripto en el registro de exportación, que haya habitualidad en la concreción de
operaciones de exportación y que la asistencia financiera otorgada  tenga relación con el  valor  FOB de las exportaciones realizadas
normalmente por el cliente.
3.1.2. De no verificarse alguna o algunas de las condiciones establecidas en el punto 3.1.1., igualmente las financiaciones se mantendrán
en moneda
extranjera, siempre que:
a) exista una carta de crédito irrevocable del exterior abierta a favor del prestatario de la prefinanciación, o b) se haya firmado un contrato
de venta con el importador del país de destino, o c) se cuente con una orden de compra en firme,abierta a favor del prestatario de la
prefinanciación, que especifique la condición de la operación, antecedentes y referencias de la firma compradora y certificación -en cada
caso- de las firmas que suscriben el contrato u orden de compra, o d) se haya presentado un plan de producción de los bienes a exportar,
un programa de exportación a cumplir dentro del plazo de vigencia del financiamiento y un flujo de fondos estimado para su ejecución
que justifique la línea de crédito otorgada.
El cumplimiento de los requisitos establecidos en los incisos a) a d) deberá haberse verificado con anterioridad al 5.1.02 y la asistencia
financiera otorgada deberá guardar relación con los importes involucrados de acuerdo con los citados elementos, según corresponda.
3.2. Financiación de exportación.
Será requisito la existencia de la documentación de embarque de los bienes exportados con anterioridad al desembolso de los fondos.
En todos los casos el vencimiento del pago de la prefinanciación y financiación deberá guardar relación con el cobro de las exportaciones
según lo pactado contractualmente.
Cuando,  según  los  casos  previstos  precedentemente,  no  se  verifiquen  las  condiciones  señaladas,  los  saldos  de  las  financiaciones
comprendidas estarán sujetos a lo dispuesto en el primer párrafo del punto 1. de la presente resolución.
4.  Disponer  que  los  saldos  al  3.2.02  de  las  financiaciones  en  moneda  extranjera  vigentes  al  5.1.02  vinculadas  a  operaciones  de
importación, deberán ser cancelados en moneda extranjera o en pesos al tipo de cambio que se pacte libremente.
Se excluyen de dicho tratamiento, quedando por lo tanto sujetas al tratamiento establecido en el primer párrafo del punto 1. de la presente
resolución, las financiaciones respecto de las que se verifique una de las siguientes condiciones:
- la entidad financiera interviniente no hubiera efectivizado su cancelación a la fecha del vencimiento pactado,encontrándose disponibles
los importes necesarios en cuenta abierta a nombre del importador en esa entidad, o - hayan sido objeto de una segunda refinanciación –
incluyendo renovaciones, esperas tácitas o expresas- mediando o no solicitud expresa a ese fin  por parte del prestatario, excepto lo
previsto en el apartado anterior.
5. Convertir a pesos, atento lo dispuesto en el artículo 2º del Decreto 410/02, a razón de un peso con cuarenta centavos ($ 1,40) por cada
dólar estadounidense o su equivalente en otras monedas, los saldos al 3.2.02 de las obligaciones interfinancieras -por capital e intereses-
en moneda extranjera, admitiéndose la cancelación anticipada de las citadas obligaciones.
Se exceptúan de dicha conversión las obligaciones interfinancieras, incluidas las originadas en operaciones con entidades financieras de
segundo  grado,  destinadas  al  otorgamiento  de  asistencia  a  clientes  para  la  prefinanciación  y  financiación  de  exportaciones  e
importaciones, y a la atención de erogaciones vinculadas a tales operaciones, las que se cursarán por el mercado único y libre de cambios.
6. Derogar los puntos 1. y 2. de las resoluciones dadas a conocer mediante las Comunicaciones "A" 3429 y 3433, respectivamente, y la
resolución difundida por la Comunicación "A" 3435."
Saludamos a Uds. muy atentamente.

BANCO CENTRAL DE LA REPUBLICA ARGENTINA
Alfredo A. Besio José Rutman

Gerente de Emisión Gerente Principal de
de Normas Normas y Autorizaciones
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